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Cuestionario a los Estados miembros
Relator Especial sobre el derecho a la libertad de reunión pacífica y de asociación

Reporte temático sobre la explotación de recursos naturales y el derecho a la libertad de reunión pacífica y de asociación
1.- ¿Cuáles son los desafíos en su país para respetar los derechos de las personas a la libertad de reunión pacífica y de asociación en el contexto de la explotación de los recursos naturales, y a la vez también a través de la inversión y responsablemente maximizar la habilidad del Estado para beneficiarse de estos recursos? Por ejemplo, ¿son todos los interesados afectados por los proyectos consultados, son sus derechos y preocupaciones considerados? ¿Se facilitan las reuniones pacíficas? ¿Las empresas cooperan y entienden la necesidad de proteger los derechos de reunión pacífica y de asociación de los individuos?
R: En cuanto al derecho a la libertad de reunión pacífica y de asociación, consagrado constitucionalmente (artículo 19, Nos. 13 y 15 de la Constitución Política de la República), no se identifican en Chile impedimentos ni afectaciones al ejercicio de este derecho en el contexto de explotación de recursos naturales y de inversión. 

A su vez, la participación ciudadana en contexto de proyectos de inversión, se encuentra plenamente reglamentada. La ley N°19.300 en su artículo 26 y siguientes establece procedimientos para asegurar una participación ciudadana informada en los procesos de calificación de los Estudios de Impacto Ambiental y Declaraciones de Impacto Ambiental.  En particular, el Reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental, aprobado por el Decreto Supremo N° 40 del Ministerio del Medio Ambiente del 30 de octubre del 2013, garantiza a la personas acceso a información sobre la evaluación de impacto ambiental, establece procedimientos para que las comunidades interesadas realicen observaciones y el deber de la autoridad de entregar una respuesta fundada a aquellas.

No obstante lo ya señalado, organismos nacionales de derechos humanos, como el Instituto Nacional de Derechos Humanos y el Centro de Derechos Humanos de la Universidad Diego Portales han criticado fuertemente los mecanismos de participación indígena previstos por el ordenamiento nacional. 

Sus críticas se centran en que no se someten a consulta indígena medidas que podrían ser susceptibles de afectar directamente a los pueblos indígenas; la calificación de qué medida o proyecto puede  constituir una afectación, queda entregada al Servicio de Evaluación de Impacto Ambiental o de manera reglada, lo que podría prestarse para arbitrariedades;  no existe obligación del Servicio de Evaluación de impacto Ambiental de convocar a consulta en casos de declaraciones de impacto ambiental;  se critica que la técnica regulatoria es deficitaria en cuanto a los plazos aplicables para la consulta de proyectos de inversión e impacto ambiental.

El Estado de Chile, acogiendo la inquietud de las organizaciones de la sociedad civil, en marzo de 2014, en audiencia ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en su 150° Periodo Ordinario de Sesiones, manifestó su compromiso de adecuar el marco regulatorio, de acuerdo al Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre pueblos indígenas y tribales en países independientes. Este compromiso deriva de la medida anunciada en el Programa de Gobierno de la Presidenta Michelle Bachelet de “adecuación de los marcos regulatorios actualmente vigentes a las normas del Convenio 169, de manera de velar por su adecuada implementación y respeto. Esto incluye la revisión y eventual modificación -con consulta- del reglamento general de consulta en proceso de aprobación como también respecto del nuevo reglamento del Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental recientemente en vigencia, a objeto de que ambos instrumentos cumplan efectivamente con los estándares del Convenio 169.”

Actualmente, dicho trabajo de adecuación está siendo realizado por una comisión interministerial del Gobierno de Chile.
2.- ¿Podría identificar los desafíos que enfrentan los Estados de dónde provienen las empresas que operan en su país?
R: No hay información disponible.
3.- Para las preguntas 1-3 en qué medida estos desafíos derivan de: 
a. Lagunas/deficiencias en el marco legal nacional e internacional
b. Instituciones gubernamentales
c. El ambiente empresarial en general
d. La mismas empresas individuales
e. Otros factores.
R: a. Conforme se señaló anteriormente, el marco regulatorio de consulta y participación en materia de impacto ambiental, está siendo revisado por el Gobierno de Chile, a efectos de adaptarlo a los estándares de consulta indígena, cuando corresponda aprobar proyectos de inversión que afecten los intereses o derechos de estas comunidades.

Así, si bien los desafíos que se enfrentan están derivados de la actual normativa aplicable, actualmente ésta regulación está siendo revisada y adecuada a los estándares internacionales por parte de las agencias gubernamentales competentes.

4.- ¿Qué medidas está adoptando el gobierno para mitigar estos problemas?
R: Actualmente, el Ministerio del Medio Ambiente en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores están liderando una iniciativa a nivel regional que busca garantizar de mejor manera el libre ejercicio de los derechos de acceso a la información, participación y justicia ambiental, de acuerdo al Principio 10 de la Declaración de Río sobre Medio Ambiente y el Desarrollo. 

De esta manera, durante la Cuarta Reunión de los Puntos Focales Designados por los Gobiernos de los Países Signatarios de la Declaración sobre la Aplicación del Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo en América Latina y el Caribe, los delegados acordaron comenzar las conversaciones para contar con un instrumento regional que apoye a los países en la implementación de los derechos de acceso consagrados en el Principio 10, a más tardar en diciembre de 2016. Para ello se aprobó la creación de un comité de negociación, integrado por representantes de todos los países signatarios y del público, así como de una Mesa Directiva copresidida por Chile y Costa Rica.

A su vez, cabe destacar la dictación del Decreto del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo N° 60 del 23 de abril de 2013 que crea el Consejo de Responsabilidad Social para el Desarrollo Sostenible. Este Consejo sirve como instancia de coordinación entre los distintos órganos del Estado, el sector privado y la sociedad civil. Asimismo, identifica e informa al Ministro de Economía, Fomento y Turismo acerca de políticas, buenas prácticas e iniciativas de responsabilidad social nacionales e internacionales, tomando en consideración el respeto de los instrumentos internacionales derechos humanos que obligan al Estado y a las empresas que desarrollan proyectos de inversión.
Conforme se establece en su decreto de creación, el Consejo de Responsabilidad Social debe tener presente para el desarrollo de su labor “los Diez Principios del Pacto Global de Naciones Unidas, las Directrices de la OCDE para Empresas Multinacionales, la norma ISO 26000 Guía de Responsabilidad Social, la Declaración Tripartita de Principios sobre las Empresas Multinacionales y la Política Social de la OIT, y los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre Empresas y Derechos Humanos”.

A su vez, el Ministerio de Relaciones Exteriores ha creado recientemente la Unidad de Empresa y Derechos Humanos, encargada de promover y coordinar la implementación nacional de los instrumentos internacionales en esta materia, a través de la elaboración del Plan Nacional de Acción sobre Derechos Humanos y Empresas y el desarrollo de acciones de promoción y capacitación, lo que debería incidir en la prevención de las posibles vulneraciones de derechos fundamentales asociadas al desarrollo de la industria extractiva y los proyectos de inversión.

También se debe considerar el compromiso y el trabajo, actualmente en proceso, de adaptación de la normativa sobre participación ciudadana a los estándares de consulta a los pueblos indígenas, conforme al derecho internacional aplicable.

Adicionalmente, se ha puesto en marcha un programa de recuperación de territorios ambientales vulnerables, el cual busca trabajar con la comunidad organizada para implementación y seguimiento de medidas concretas para mejorar la calidad de vida de sus habitantes. En una primera etapa se centra en comunas de Coronel, Quintero, Puchuncaví, Huasco y Tierra Amarilla. 
5.- Sírvase a presentar estudios de casos concretos que ilustren los proyectos de explotación de recursos naturales que el Gobierno considera tienen un efecto positivo o negativo en los derechos a la libertad de reunión pacífica y asociación, (1) suspensión o facilitación de protestas pacíficas en relación a algún proyecto; (2) hostigamiento o facilitación a la sociedad civil o grupos de base involucrados en un proyectos; (3) comunidades afectadas; (4) participación de empresas privadas de seguridad. Se valorará especialmente los ejemplos que muestren como la acción gubernamental ha ayudado o perjudicado la protección y promoción de los derechos de libertad de reunión y de asociación.
R: Como se ha señalado anteriormente, en Chile los grandes problemas que se han presentado en relación a lo consultado dicen relación con los procedimientos existentes de participación ciudadana, y en particular en el caso de comunidades indígenas y el procedimiento de consulta previa, libre e informada. 

En relación a lo anterior, la Corte Suprema de Chile, en reiteradas oportunidades ha rechazado la calificación de evaluación de impacto ambiental por no haberse llevado a cabo la consulta indígena y en otros casos ha resuelto la controversia centrándose en el derecho a vivir en un medio libre de contaminación, protección de derechos ancestrales indígenas y,  tras la creación de los Tribunales Medioambientales ha optado por declararse incompetente para conocer de estos asuntos. 

Según se detalla a continuación, los problemas que se generan en torno a los proyectos de protección y de inversión, no dicen relación directamente con la afectación del derecho a la libertad de reunión pacífica y asociación, pero se relacionan con este tópico, en tanto, podrían menoscabar el derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación y el derecho a consulta de los pueblos indígenas, y de esta manera propiciar un ambiente de conflicto que pueda llegar a afectar el ejercicio del derecho a la libertad de reunión pacífica.

a. Caso “Proyecto El Morro”. Se trata de un proyecto minero para la construcción y operación, por 14 años, de una mina a tajo abierto para la extracción de oro y cobre, localizado en Alto del Carmen, Región de Atacama. Luego de haberse terminado el proceso de evaluación impacto ambiental,  organizaciones medioambientales y comunidades Diaguitas sostuvieron no haber sido consultadas. En el mes de octubre del año 2014, en causa Rol 11.299-2014, la Corte Suprema dejó sin efecto la resolución de calificación ambiental. Lo anterior porque durante el transcurso del proceso, el Consejo Nacional de Desarrollo Indígena (CONADI), sostuvo que el proyecto afectaría de manera directa la condición de trashumantes de los habitantes indígenas dedicados al pastoreo y cría de ganado para su supervivencia, actividad que data de varias generaciones y cuyo valor sociocultural, económico y patrimonial podía ser significativo e irreversible. Sin embargo, posteriormente CONADI comunicó su conformidad con el proceso de Evaluación de Impacto Ambiental. La Corte criticó a CONADI que no se informara si existían o no otras comunidades susceptibles de verse afectadas por el proyecto. Debido a lo anterior la Corte razonó que los informes de la CONADI carecían de fundamentación y en consecuencia se estaba infringiendo normativa de la Ley de Bases de la Administración de Estado y de la ley de Bases del Medio Ambiente, concluyendo que el acto administrativo terminal era ilegal y arbitrario, resolviendo dejarlo sin efecto. 

b. El proyecto “Manganeso Las Pumas”, comprende una mina situada a aproximadamente 37 kilómetros al norte de Putre, en el extremo norte del país, lugar en que se tiene programado extraer el mineral a tajo abierto, a tres tajos. Para la elaboración de este proyecto se requiere trasladar el mineral en camiones al puerto de Arica, construir caminos y ensanchar carreteras. En un primer momento la Corte de Apelaciones de Arica en causa Rol 182-2013 declara que la resolución favorable al Proyecto estaba basada en normativa que se encontraba derogada, lo que transformaba el acto en ilegal. Además, la Corte se pronuncia sobre la afectación a vivir en un medio ambiente libre de contaminación, el derecho de las comunidades Aymaras a ser consultadas conforme al Convenio 169 OIT y la vulneración del derecho a libertad de culto. 

La Corte Suprema en agosto del 2014 sostuvo que a contar de la dictación de la ley 20.600 que crea los Tribunales Medioambientales, estos son los llamados a conocer estas controversias.

c. El proyecto de la Central Netulme, se localiza en la Comuna de Panguipulli, en la zona comprendida entre los lagos Pirehueico y Neltume, cercano a las localidades de Neltume, Lago Neltume, Puerto Fuy, Tranguil y Rio Hueco. El Proyecto se emplaza en gran parte en territorio indígena, en donde ha habido conflictos por otros proyectos en la zona. Se trata de un mega proyecto cuya mayor complejidad es la realización del trasvasije del lago Pirihueico en el lago Neltume, lo que provocaría inundaciones en la rivera del lago en terrenos que son usados por los comuneros para siembra, crianza de animales, recreacionales, y culturales-religiosos. Comunidades indígenas y diversas agrupaciones ambientalistas han solicitado el rechazo del proyecto a través de manifestaciones públicas y a través de la prensa local, reclamando que no se ha realizado correctamente el procedimiento de consulta incorporando a todas las comunidades afectadas. En este caso, la Corte Suprema señaló que debía rechazarse la solicitud de los recurrentes por cuanto el proceso de evaluación de impacto ambiental se encontraba en desarrollo por lo que no se apreciaba una afectación directa. Además, señala que esta materia debe ser de conocimiento de los Tribunales Medioambientales.   
6.- ¿Qué medidas/acciones recomendaría usted que Estado, las empresas y los agentes del sector privado adopten para mejorar la promoción y protección de la libertad de reunión pacífica y de asociación en sus políticas, proyectos objetivos y compromisos con la sociedad civil?
R: Es deber de los Estados establecer procedimientos y mecanismos de participación para la ciudadanía en general y para sus pueblos indígenas con la finalidad que puedan agruparse libremente y manifestarse de manera pacífica.  

En atención a lo anterior se recomienda  los  demás Estados adecuar su normativa interna a los estándares internacionales sobre la materia y en particular al Convenio 169 de OIT en relación al procedimiento de consulta indígena. 

Por su parte, las empresas no sólo deben adaptarse a la normativa del país donde llegan a invertir, sino que deben ejercer su actividad bajo un estándar mayor, de pleno respeto de los derechos fundamentales y de cuidado del medio ambiente.  Además, puede resultar favorable para las empresas establecer mecanismos de diálogos con las comunidades que puedan verse afectadas con sus proyectos de explotación o de inversión.
NOTA: 

Las respuestas a este cuestionario fueron elaboradas por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública. La Dirección de Derechos Humanos del Ministerio de Relaciones Exteriores editó el documento original e incorporó información adicional de competencia de este Ministerio.
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